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TOCA 38/2022/SS
EXP. 108/2021-3 


RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: **********/2021/3.

AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: **********.

PARTE ACTORA Y RECURRENTE: **********.

MAGISTRADO:

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGAN.

SECRETARIO:

MIGUEL ÁNGEL DÍAZ DE LEÓN BELTRÁN.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintidós de noviembre de dos mil veintidós.
VISTOS, para resolver los autos del Toca número **********/2022/SS formado con motivo de la interposición de los recursos de apelación interpuestos por **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS) autoridad demandada y **********, parte actora, en contra de la sentencia de uno de junio de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, al resolver el juicio contencioso administrativo número **********/2021/3, turnados a ésta Sala Unitaria el veintidós de agosto del presente año, mediante el oficio **********, signado por el Magistrado de la referida Tercera Sala Unitaria; y
R E S U L T A N D O:
I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado de la Negativa Ficta, decretándose la NULIDAD del misma, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.”

II. Inconforme con la referida determinación, **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS) autoridad demandada y **********, parte actora, interpusieron recursos de apelación mediante escritos presentados el diez y once de agosto de dos mil veintidós, respectivamente, en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibidos en esta Sala Superior el veintidós de agosto del mismo año; atendiendo a que por auto de veinticuatro de agosto siguiente, con fundamento en el artículo 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior los recursos de apelación de mérito, con las copias que adjuntaron los recurrentes, así como los autos del expediente **********/2021-3, en dos tomos.
III. Por acuerdo de veinticuatro de agosto de dos mil veintidós
, se admitieron a trámite los recursos de apelación a que se refiere la fracción II, arriba plasmada; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia de los escritos de mérito a sus contrarias partes, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV. El cinco de septiembre de dos mil veintidós
, se tuvo a **********, autorizado del actor **********, desahogando de la vista concedida en el acuerdo de veinticuatro de agosto anterior, respecto al recurso de apelación interpuesto por la autoridad demandada.

V. El doce de septiembre del presente año
, se tuvo por precluido su derecho a la parte demandada al no desahogar la vista, respecto de la apelación interpuesta por su contraparte y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO:
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los presentes recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), autoridad demandada, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de veinticinco de noviembre de dos mil veintiuno
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
 y **********, parte actora, en el juicio contencioso administrativo de origen.

CUARTO. Oportunidad. Los recursos de apelación fueron presentados dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida les fue notificada, a la parte actora y autoridad demandada, el uno de julio de dos mil veintidós, por lo que dichas notificaciones surtieron efectos el cuatro de julio siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del cinco de julio al once de agosto del año que transcurre; siendo que en ese lapso no deben contarse los días nueve, diez, dieciséis y diecisiete de julio, así como seis y siete de agosto del presente año, por ser inhábiles; el dieciocho de julio del año actual, por declararse la suspensión de labores de este órgano jurisdiccional, con motivo del aniversario luctuoso de **********; del diecinueve de julio al dos de agosto del mismo año, por corresponder al primer periodo vacacional de este órgano jurisdiccional, y el ocho agosto del año en curso, por haberse declarado la suspensión de labores de este órgano jurisdiccional con motivo del día del servidor público, por lo que si los recursos de apelación se presentaron el diez y once de agosto del presente año, respectivamente, se interpusieron con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por los apelantes, se analizará si los recursos en cuestión cumplen con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.

Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que los recursos de apelación interpuestos por **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), autoridad demandada y **********, parte actora, son improcedentes, por las siguientes consideraciones. 

Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, para los casos en que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso.

En este sentido, con la finalidad de obtener un panorama jurídico del asunto de que se trata, en procedente destacar las circunstancias que acontecieron en el procedimiento de donde emana la sentencia recurrida.

I. Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el veintitrés de marzo del dos mil veintiuno, **********, por su propio derecho, demandó del Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), el siguiente acto administrativo:
“• La negativa ficta recaída a la solicitud de pago realizada el 14 de octubre de 2020 –Director general de Organismo Intermunicipal INTERAPAS, así como al Director de Administración y Finanzas del Organismo Intermunicipal INTERAPAS, recepcionado en la misma data.

• En consecuencia, al silencio administrativo del cual se demanda su nulidad, el incumplimiento de pago por parte de la Autoridad Municipal demandada del saldo que se adeuda de los servicios ya prestados, derivados de la licitación pública estatal y/o del contrato por asignación directa para la contratación por el servicio de suministro de agua potable en pipas que me fue otorgado por parte del Organismo Intermunicipal.

• De lo anterior, se pretende el pago por la cantidad de $707,898.40 (SETECIENTOS SIETE MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y OCHO PESOS 40/100 M.N), que resulta de los servicios ya prestados consistentes en el suministro y transportación de agua potable en pipas.”

II. Por acuerdo de seis de abril de dos mil veintiuno
, el entonces Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación.
III. En auto de ocho de julio de dos mil veintiuno,
 la Sala de Origen tuvo a la autoridad reo por contestando la demanda, admitió las pruebas ofrecidas por dicha parte procesal, así como las ofrecidas por la actora.

IV. En acuerdo de once de octubre de dos mil veintiuno
, la Tercera Sala Unitaria tuvo a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda, haciendo valer la causal de sobreseimiento prevista en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, así como de las excepciones de prescripción e incompetencia, hechas valer por la autoridad demandada, ordenando correr traslado a la autoridad de mérito para que produjera su contestación a la ampliación de mérito.

V. Por auto de veinticinco de noviembre siguiente
, se tuvo a **********, con el carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), dando contestación a la ampliación de demanda formulada por la accionante.

VI. Finalmente el treinta y uno de enero de dos mil veintidós
, se señalaron las nueve horas del tres de marzo del mismo año, para el desahogo de la audiencia de Ley.

VII. En la fecha y hora señalada en el párrafo anterior, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero, se desahogaron las pruebas, se dio cuenta con el escrito del autorizado de la parte actora mediante el cual formuló alegatos y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021-3.

VIII. Mediante resolución de uno de junio de dos mil veintidós
, la Tercera Sala Unitaria, declaró la ilegalidad e invalidez de la negativa ficta recaída a la solicitud de pago realizada el catorce de octubre de dos mil veinte, al Director General del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); decretándose la nulidad de la misma para los efectos precisados en el considerando séptimo del citado fallo.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.
Como preámbulo, conviene reiterar que la accionante en el juicio de origen, controvirtió la negativa ficta recaída al escrito presentado por la parte actora el catorce de octubre de dos mil veinte, respecto a la solicitud de pago de los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas al Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por la cantidad de $********** (setecientos siete mil ochocientos noventa y ocho pesos 40/100 moneda nacional). 
En ese sentido, si bien es cierto que la Tercera Sala en resolución de uno de junio de dos mil veintidós, dictada en el juicio contencioso administrativo **********/2021-3, determinó que resultaba ilegal el acto reclamado, consistente en la negativa de la autoridad demandada en dar contestación al escrito presentado por el actor el catorce de octubre de dos mil veinte, violando la garantía consagrada en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no haberse dado cumplimiento a los principios de exhaustividad y congruencia.
Resolviendo que la autoridad demandada emitiera una nueva resolución en la que se diera contestación a la petición formulada por la actora en su escrito de catorce de octubre de dos mil veinte, cumpliendo con la obligación de dar una respuesta fundada y motivada, observando los principio de exhaustividad y congruencia previstos en el artículo 17 de nuestra Carta Magna, respecto al requerimiento de pago solicitado por el incumplimiento del Contrato de Adjudicación Directa por el servicio de suministro de agua potable en pipas al Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), prescindiendo de citar a la parte actora a acudir a las oficinas de Administración y Finanzas del citado organismo, para aclarar y continuar dándole respuestas a sus peticiones.
También cierto es, que en la resolución combatida el A quo, sostuvo que los actos que reclama la parte actora relativos al incumplimiento de pago del Contrato de Adjudicación Directa por los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas al Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), celebrado el uno de febrero de dos mil dieciocho, en el cual se estableció en su cláusula tercera, el importe a pagar por la cantidad de $514,800.00 (quinientos catorce mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) al prestador del servicio, especificándose que la cantidad del servicio seria de 26,800 unidad m3 concepto de servicio de suministro de agua potable en pipas, el cual en su formación y vigencia se encuentra regido no sólo por las manifestaciones de las partes contratantes, sino por los términos previstos en el ordenamiento jurídico aplicable, siendo aplicable al caso la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado de Sn Luis Potosí.

Por lo que razonó, que la parte actora no demostró en el juicio de origen con los medios probatorios aportados, haber realizado en su totalidad los servicios por los que fue contratada y la cantidad de metros cúbicos de líquido vital definidos en el Contrato de Adjudicación Directa, ya que de las documentales referentes a la relación de viajes realizados por pipa para el servicio por el que fue contratada la accionante, se obtuvo que la cantidad suministrada fue diversa a la establecida en el referido pacto de voluntades.
Adicionando además, que fueron insuficientes las facturas que acompañó al juicio natural
 para demostrar el extremo de incumplimiento de pago, ya que si bien refieren las cantidades que se facturaron por los servicios contratados, por sí solas no demostraban el incumplimiento reclamado en el juicio de marras, pues las mismas no se concatenaron con algunos otros medios de convicción, a fin de justificar el servicio prestado de suministro de agua potable en pipas.

Ahora bien, para el caso de que en la vía administrativa se pretenda impugnar algún tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento de un contrato de servicios públicos, no es suficiente afirmar su existencia, sino que deberá quedar demostrada la negativa de pago y acreditada en el procedimiento contencioso. 
Por lo tanto, dijo que si del análisis realizado a las constancias que obran en el juicio de origen, se desprende que la parte actora no aportó los elementos de prueba suficientes para justificar y acreditar el acto reclamado, referente al incumplimiento del Contrato de Adjudicación Directa por el servicio de suministro de agua potable en pipas al Organismo reo, es de concluirse que no le asistía razón a la accionante para la procedencia del pago.
Como consecuencia a lo razonado por la Sala resolutora, quedó establecido que las probanzas aportadas por la actora, fueron insuficientes para acreditar que existía un incumplimiento de pago por parte de la autoridad demandada respecto al Contrato de Adjudicación Directa por los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas al Organismo demandado, dado que, como sostuvo eran insuficientes para acreditar los extremos que contienen, pues para tal fin dijo se requería se engarzaran con diversos medios de convicción a fin de poder darles vigor convictivo. Debiendo demostrar a cabalidad tanto la negativa de pago que reclama, como acreditar el adeudo demandado.
De lo anterior, resulta patente que en el presente asunto, dados los razonamientos del A quo, respecto a la insuficiencia probatoria de las facturas en trato para justificar los extremos solicitados, entre ellos el pago de la cantidad que pretendía respaldar, conlleva a establecer que dicho juicio en este momento procesal, es de aquellos de cuantía indeterminada.

Ello es así, ya que en la sentencia impugnada no se realizó algún pronunciamiento condenatorio al Organismo demandado, en cuanto a los actos que reclama la parte actora, relativos al incumplimiento de pago del Contrato de Adjudicación Directa por los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas, celebrado el uno de febrero de dos mil dieciocho, en el cual se estableció en su cláusula “[…] TERCERA.- MONTO DEL CONTRATO: […]” como importe a pagar por la cantidad de $514,800.00 (quinientos catorce mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional), al prestador del servicio, especificándose que la cantidad del servicio seria de 26,800 unidad m3 concepto de servicio de suministro de agua potable en pipas, ya que no demostró en el juicio de origen con medios probatorios aportados suficientes, haber realizado en su totalidad los servicios por los que fue contratada; resultando además, como ya se dijo, insuficientes las facturas que acompañó al juicio natural para demostrar el incumplimiento de su pago, y como consecuencia lógica el monto a que ascendían las mismas, pues por sí solas no demostraban el primer extremo al no estar concatenadas con otros medios de convicción, a fin de acreditar el servicio prestado por suministro de agua potable en pipas.

De ahí que, ante tal panorama, para la procedencia del recurso de apelación en asuntos de cuantía indeterminada como quedó establecido en la sentencia de instancia, se debe estar a lo establecido en la fracción II, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, numeral y fracción que dicen:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

(…)

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

(…)”

De la exégesis del precepto y fracción trascritos se patentiza contiene las expresiones "importancia" y "trascendencia", referidas como sine qua non, para la procedencia que deben satisfacer los asuntos de cuantía inferior a la establecida en la fracción I, del normativo en cita (1500 veces el valor diario de la UMA) o cuando estos sean de cuantía indeterminada, cuyas sentencias pueden ser apeladas ante esta Sala Superior, tópicos que deben examinarse, previamente al estudio del fondo del negocio, es decir, si la parte recurrente razonó los requisitos en comento, pues de no hacerlo el recurso es improcedente.
Al respecto, de los agravios expuestos por los apelantes, no se advierte que hagan valer razonamiento alguno de por qué el asunto de marras es de importancia y trascendencia.
Para ello, es pertinente dilucidar la expresión gramatical y legal de las referidas expresiones, a falta de texto positivo que puntualice su alcance y acotación.
Pues bien, gramaticalmente, de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, las acepciones que conviene registrar son las siguientes:
Importancia. Cualidad de lo importante, de lo que es muy conveniente o interesante, o de mucha entidad o consecuencia.
Trascendencia. Resultado, consecuencia de índole grave o muy importante.
Llevadas ambas acepciones al campo de lo legal, la "importancia", hace referencia al asunto en sí mismo considerado; mientras que la "trascendencia" gira en torno a la gravedad o a la importancia de la consecuencia del asunto. De este modo, la significación del asunto puede quedar desligada de su trascendencia, porque sus consecuencias dejen de ser graves o muy importantes.
La ley exige la concurrencia de los dos requisitos -unidos entre sí por la conjunción copulativa "y", por lo que si faltare uno de ellos sería superfluo investigar la presencia del otro.
En ese orden de ideas, resultaba indispensable que la parte actora y autoridad demandada, aquí apelantes expusieran las razones por las que válidamente se pudiera acreditar que el fallo aquí reclamado en la que se declaró la ilegalidad e invalidez para efectos, del acto impugnado de la negativa ficta, reviste un carácter extraordinario, o una consecuencia grave que actualizara la "importancia"; ya que en el caso se requieren como condiciones para tal fin las siguientes:
a) Que la naturaleza intrínseca del asunto revista un interés superlativo reflejado en la gravedad del tema, es decir en la posible alteración o afectación de valores sociales, políticos o en general de convivencia, bienestar o estabilidad del Estado mexicano relacionados con la impartición o la administración de la justicia, y 

b) Que el asunto tenga un carácter trascendente reflejado en lo excepcional o novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jurídico aplicable para casos futuros o la complejidad sistemática de los mismos.
Es decir, que se trate de casos fuera de lo común en los que no exista un criterio ya discutido y tenga de índole grave o muy importante.

Sirve de apoyo a lo anterior, por las razones que informa, dado que se dilucidan los alcances de dichos tópicos, lo sustentado en la jurisprudencia 2ª./J.153/2002
, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto:

“REVISIÓN FISCAL. EL HECHO DE QUE EL ASUNTO SE REFIERA A LAS MATERIAS FORESTAL Y AMBIENTAL, NO BASTA PARA TENER POR ACREDITADOS LOS REQUISITOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO. De la interpretación teleológica del artículo 248 del Código Fiscal de la Federación, así como del análisis de la evolución de su contenido, se advierte que, a partir del quince de enero de mil novecientos ochenta y ocho, en él se estableció el recurso de revisión fiscal como un mecanismo de control de la legalidad de las resoluciones emitidas por el ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, a favor de las autoridades que obtuvieran un fallo adverso en los juicios de nulidad, cuya procedencia está condicionada a la satisfacción de ciertos requisitos formales, como lo es el relativo a la legitimación, y de fondo, como lo son, entre otros, la cuantía y la importancia y trascendencia del asunto. Ahora bien, la importancia y trascendencia en el referido precepto se prevén como elementos propios y específicos que concurren en un determinado asunto que lo individualizan y lo distinguen de los demás de su especie, lo que constituye propiamente su característica de excepcional por distinguirse del común de los asuntos del mismo tipo, de manera que las citadas importancia y trascendencia son cualidades inherentes a cada caso concreto y como tales deben analizarse individualmente en cada revisión interpuesta. En consecuencia, si bien las ramas del derecho administrativo relativas a las materias forestal y ambiental son de interés social y de orden público, para efectos de la procedencia del recurso de revisión fiscal, ello no convierte los asuntos de esas ramas en importantes y trascendentes, ya que igual razón habría, en mayor o menor medida, en los casos de otras materias para considerarlos así; es decir, tan importante y trascendente es la cuestión forestal como la ambiental, la de aguas, la fiscal, la migratoria, la minera, etcétera; de ahí que no basta el tipo de materia sobre la que verse el asunto para que se estime que reúne las características de importante y trascendente, sino que debe guardar particularidades que lo tornen así, toda vez que la finalidad que persigue el artículo en comento es restringir los casos que pueden ser revisados por el Tribunal Colegiado de Circuito, privilegiando los asuntos que sean importantes y trascendentes.”
En ese mismo aspecto, sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, dado que se dilucidan los alcances de dichos tópicos, lo sustentado en la tesis VI.3o.J/1, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto:

“REVISION FISCAL. CONCEPTO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA DEL ASUNTO. La importancia y trascendencia a que se refiere el artículo 248 del Código Fiscal de la Federación radica en el asunto en sí mismo considerado y no en la forma en que se resolvió. Ahora bien, de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, las acepciones gramaticales de importancia y trascendencia son las siguientes: Importancia: Calidad de lo que importa, de lo que es muy conveniente o interesante o de mucha entidad o consecuencia. Trascendencia: Resultado, consecuencia de índole grave o muy importante. Estas acepciones, dan como resultado que deba considerarse que se está en presencia de un asunto que reúne los requisitos de importancia y trascendencia en aquel negocio respecto del cual se puede justificar la necesidad de ser revisado en segunda instancia, mediante razones que no puedan ni podrían formularse en la mayoría de los negocios y menos en la totalidad de los asuntos, porque de aceptar lo contrario, se trataría de un asunto común y corriente y no de importancia y trascendencia en el sentido que establece la ley.”

Adicionalmente, cabe destacar que los efectos decretados por la Tercera Sala Unitaria relativos a la nulidad del acto impugnado, a fin de que la autoridad demandada emitiera una nueva resolución en la que se diera contestación a la petición formulada por la actora en su escrito de catorce de octubre de dos mil veinte, cumpliendo con la obligación de emitir una respuesta debidamente fundada y motivada, observando los principio de exhaustividad y congruencia, previsto en el artículo 17 de nuestra Carta Magna, en cuanto a la procedencia de pago solicitado, por el incumplimiento derivado del contrato de adjudicación directa de los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas, prescindiendo de citar a la parte accionante a las oficinas del organismo demandado, para aclarar y continuar dándole respuestas a sus peticiones, considerando analizar cada una de las documentales señaladas en el fallo combatido, en concatenación con los documentos que bajo su reguardo, ostenta la autoridad demandada correspondiente a los trabajos efectuados de los servicios de agua potable en suministrado en pipas, resolviendo lo que en derecho procediera, per se, no irroga agravio alguno a los recurrentes, puesto que una vez acatados los extremos establecidos en la resolución combatida, tienen expedito su derecho para hacerlos valer en la vía correspondiente. 
Por tanto, al no advertirse la importancia y trascendencia en dicho acto, ni mucho menos agravios vertidos en ese sentido por la parte actora y autoridad demandada, aquí apelantes, que justifiquen dichos extremos.

En razón de lo expuesto, se considera que los recursos de apelación planteados por **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), autoridad demandada y **********, parte actora, en contra de la resolución de uno de junio de dos mil veintidós, emitida por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, resultan improcedentes, al no satisfacer lo dispuesto en la fracción II, del numeral 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en consecuencia, ello impide entrar al estudio del fondo del asunto apelado.
Asimismo, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia, tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expuso el A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de la improcedencia expuesta; lo que implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones de fondo invocadas por éste; y por ende, conlleva a una confirmación de fallo tácita.
No es obstáculo a la anterior conclusión, el hecho de que el veinticuatro de agosto de dos mil veintidós, se hayan admitido a trámite los recursos de apelación, ya que con ello no se vulneran los derechos de las partes, pues como lo ha sostenido la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia en el fallo correspondiente, a pesar de que hubiese pronunciamiento respecto a la admisión del recurso, ya que es una determinación que por su naturaleza no causa estado.

Ilustra a lo anterior, la Tesis Jurisprudencial anunciada IV.3º.A.J/5, que reza:

“AUTO ADMISORIO DE PRESIDENCIA. NO CAUSA ESTADO. La determinación contenida en el auto admisorio de presidencia corresponde a un examen preliminar del asunto emitido por el presidente del tribunal en ejercicio de las atribuciones que para dictar acuerdos de trámite le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de ahí que al constituir resoluciones de mero trámite tendientes a la prosecución de los procedimientos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, necesaria para el pronunciamiento de la resolución definitiva correspondiente, no causen estado, por lo que el Tribunal Colegiado en Pleno está facultado para analizar en definitiva la competencia del órgano terminal de amparo, así como la procedencia del amparo o del recurso previamente admitido por acuerdo de presidencia y, de resultar aquéllos improcedentes, resolver lo que corresponda conforme a derecho, con plenitud de jurisdicción y con vista a todo el asunto.”.

Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además, en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE:

ÚNICO. Se declaran improcedentes los recursos de apelación interpuestos por **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), autoridad demandada y **********, parte actora, en contra de la resolución de uno de junio de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********/2021-3, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando quinto de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora, y electrónicamente a la autoridad demandada; con testimonio remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del licenciado Miguel Ángel Díaz de León Beltrán, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18, fracción I
 en relación con el 20, fracción X
 ambos del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que autoriza y da fe. Rubricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
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�“Artículo 152


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Foja 28-32 del Toca 


� Foja 46-47 del Toca


�Foja 48-49 del Toca


�“Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 1126-1127 de los autos del juicio de origen.


�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Fojas 991-992 del juicio de origen.


� Fojas 1028-1029 del juicio de origen 


� Foja 1096 del juicio de origen.


� Foja 1126-1127 del juicio de origen.


� Foja 1154-1155 del juicio de origen.


� Foja 1166-1168 del juicio de origen.


� Foja 1171-1185 del juicio de origen.


�“Factura número 137 por la cantidad $67,651.20; factura número 138 por la cantidad $70,156.80; factura número 140 por la cantidad $56,376.00; factura número 177 por la cantidad $70,156.80; factura número 178 por la cantidad $66,816.80; factura número 179 por la cantidad $67,651.20; factura número 180 por la cantidad $75,168.00; factura número 181 por la cantidad $70,156.80; factura número 182 por la cantidad $62,640.00; factura número 270 por la cantidad $54,705.60; factura número 285 por la cantidad $55,680.80; y factura número 290 por la cantidad $30,740.00;


� Registro digital: 185056. Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo XVII, enero de 2003, página 667.





� Registro digital: 203696. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo II, diciembre de 1995, página 442.





� Época: Novena Época: Registro: 178807; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXI, abril 2005, Materia(s): Común, Página: 1126.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


� “Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: 


…


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; …”
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